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Medellín, veintisiete (27) de julio de dos mil veintidós (2022) 
Proceso EJECUTIVO HACER 

Radicado 050001 31 03 017 2022 00126 01 

Demandante INVERSIONES FERBIENES S.A.S. 

Demandada GIOVANY ARLEY MUÑOZ SALDARRIAGA 

Juzgado origen DIECISIETE CIVIL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

 
Decide la Sala la apelación interpuesta por la parte actora, frente al 
auto del 22 de abril de 2022, mediante el cual se negó el mandamiento 
de pago.  
 

1. ANTECEDENTES. 
 
Pretende la demandante se libre mandamiento de pago por 
obligación de hacer ordenando la demolición de una construcción 
respecto del inmueble ubicado en la CALLE 30 B # 94 – 48 DE 
MEDELLÍN, con fundamento en el contenido de la Orden de Policía 
No 127 del 19 de agosto de 20211.   
 
Mediante auto del 22 de abril de 2022, el Juzgado de origen negó el 
mandamiento de pago, estimando que, el documento al que se 
atribuía fuerza ejecutiva no cumple las exigencias del artículo 422 del 
Código General del Proceso, en tanto que la providencia que se 
presenta como fundamento para el mandamiento de pago no 
contiene condena destinada a efectuar el pago de una suma de 
dinero, entregar bienes secuestrados dentro del trámite del mismo 
proceso, ni cumplir una obligación de hacer.  
 
Conjuntamente, señaló que la pretensión principal se encaminaba a 
la orden de demolición de una construcción en predio rural del que 
se dispuso restitución de tenencia, sin que pudiera advertirse que se 
hubiera cumplido con la condición restitutiva, menos inferirse que se 
hubiera inventariado, identificado, y/o cuantificado los bienes que 
por adherencia se pretendía demoler, con lo que se incumple el 
requisito de claridad que debe contener el título. Agregó que la 
obligación no es expresa, por cuanto no consta disposición de 
cumplimiento puntual, preciso y concreto en favor del ejecutante, 
simplemente se indica que la finalidad es mantener el statu quo 
respecto del inmueble y; recalcó que no constaba en la orden policial 
que en caso de incumplimiento de la medida correctiva de restitución 
y de demolición, el documento pudiera automáticamente convertirse 
en título con merito ejecutivo; o imperativo de obligación de hacer y 

                                                           
1 Ver carpeta 01PrimeraInstancia / Archivo 09DemandaEjecutivoObligacionHacer  
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destacó que el artículo tercero establecía la correspondiente sanción 
coercitiva en caso que el infractor incurriera en desacato2. 
 

2. EL RECURSO. 
 
La apoderada demandante interpuso recurso de reposición y en 
subsidio apelación contra dicha determinación, manifestó que, si bien 
la orden de policía 127 de 2021 no contiene la palabra “condena”, sí 
declaró infractor al aquí demandado y además le ordenó “[…] restituir 
la posesión y tenencia del inmueble y devolver las cosas al estado 
anterior demoliendo lo construido”, es decir, impuso una obligación de 
hacer. Sostuvo que la orden de policía es un título ejecutivo que 
contiene una obligación clara, en la medida que, identifica al obligado 
y al beneficiario del cumplimiento de la obligación, lo que debe hacer, 
esto es, restituir y devolver la posesión y la tenencia, mediante la 
demolición de lo que haya sido construido y el lugar donde debe 
hacerlo, además que, con la demanda se anexaron fotos de las 
construcciones a demoler con el fin de dejar, aún más claro, lo que 
debía hacer el demandado. Añadió que es expresa la obligación, 
puesto que de la redacción misma del documento aparece nítida y 
manifiesta la obligación de restituir y devolver la posesión y la 
tenencia, mediante la demolición de lo construido por el demandado 
y que es exigible, ya que el plazo fijado por la autoridad competente se 
había cumplido, sin que haya obediencia por parte del demandado3.  
 

Por auto del 21 de junio de 2022, el juzgado de origen resolvió no 
reponer la decisión, la razón la fundó en la falta de los requisitos 
formales del título y en la competencia privativa que se le atribuye al 
funcionario administrativo que emitió la orden policial para su 
materialización, control que escapa al ámbito de control jurisdiccional 
ordinario, argumento que fundó en los artículos 23 y parágrafo 5º del 
artículo 135 de la Ley 1801 de 2006; agregó que, en caso de que la 
autoridad policiva se abstuviera de hacer cumplir lo ordenado, la 
norma concedía potestad a los alcaldes, según lo definido en el 
Art.205-3 de la misma Ley, por tanto, debía plantearse el debate ante 
tal funcionario. Razones por las cuales se mantuvo en la decisión y 
concedió el recurso de apelación en el efecto suspensivo4. 
 

3. CONSIDERACIONES. 
 
3.1 COMPETENCIA. 

                                                           
2 Ibíd. Archivo 10NiegaMandamientoFaltaTituloEjecutivo 
3 Ibíd. Archivo 13RecursoReposiciónYSubsidioApelación 
4 Ibíd. Archivo 14NiegaReposicionConcedeApelacion 
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Por disposición del artículo 321 del CGP, el recurso de apelación 
contra autos procede solamente respecto de aquellos que la misma 
norma relaciona o que precisan disposiciones especiales, 
encontrándose el presente asunto previsto en el numeral 4 de dicha 
norma y en el artículo 438 del mismo estatuto. 
 
Para resolver, dispone el artículo 328 de la misma obra que, salvo 
decisiones que se deban adoptar de oficio, el superior debe limitar su 
análisis a las razones de inconformidad expuestas por el recurrente. 
 
3.2 PROBLEMA JURÍDICO 
 
Le corresponde a la Sala determinar si el auto que negó mandamiento 
de pago fue acertado al establecer que la orden policial presentada 
como título ejecutivo no reúne los requisitos establecidos en el 
artículo 422 del C.G.P. 
 
3.3  FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
Conforme al artículo 422 del CGP, es requisito para el ejercicio de la 
acción ejecutiva la existencia de un documento que contenga 
obligaciones claras, expresas y exigibles y que, por tanto, se pueda 
calificar de título ejecutivo, toda vez que de él deriva la certeza del 
derecho del acreedor y de la obligación correlativa del deudor; así lo 
prevé la norma: 

 
“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse 
ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles 
que consten en documentos que provengan del deudor o de su 
causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que 
emanen de una sentencia de condena proferida por juez o 
tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia 
judicial, o de las providencias que en procesos de policía 
aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de 
auxiliares de la justicia, y los demás documentos que señale la 
ley (…)” 
 

3.4 CASO EN CONCRETO. 
 
En el caso que se analiza, fue aportado como documento base de 
ejecución la orden de policía 127 del 19 de agosto de 2021 proferida 
por la Corregiduría de San Antonio de Prado, a través de la cual se 
declaró infractor al demandado por incurrir en comportamientos 
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contrarios a la posesión y mera tenencia del inmueble ubicado en la 
CALLE 30B SUR NO 94 – 48 de San Antonio de Prado, se impuso como 
medida correctiva devolver la posesión y tenencia, así como “volver 
las cosas al estado anterior DEMOLIENDO LO CONSTRUIDO con la 
finalidad de mantener el statu quo”, concedió para cumplimiento el 
término de dos meses a partir de la notificación de la orden.  
 
El Despacho estima que, conforme lo concluyó el a quo, la orden 
policial presentada como título ejecutivo no satisface los requisitos 
contemplados en el artículo 422 del CGP, en la medida que, no 
contiene una obligación clara y expresa que permita demandar 
ejecutivamente por obligación de hacer la demolición de una 
construcción. 
 
La claridad implica que el documento contenga una obligación que 
sea fácilmente inteligible, lo que no acaece con el mandato policial, 
puesto que, de manera indeterminada ordena volver las cosas al 
estado anterior, sin que logre evidenciarse a qué obedece el estado 
previo de las cosas, menos aún, cuál es la construcción que debe ser 
objeto de la demolición, como quiera que carece de cualquier 
delimitación que permita su plena identificación, luego, no abastece 
el presupuesto de claridad, menos aun de expresividad frente a la 
demolición que se demanda, por cuanto no determina en forma 
inequívoca la existencia de tal obligación, contrario a ello, se 
evidencia un mandato dictado genéricamente que por sí solo no tiene 
la virtualidad de surtir los efectos propios de la acción ejecutiva. 
 
Es que aun cuando la recurrente reprocha la decisión por cuanto 
existen fotografías de lo que corresponde demoler al demandado, lo 
cierto es que no logra inferirse un vínculo de correspondencia entre 
las imágenes que se aportan con la demolición contenida en la orden 
policial. 
 
Aunado a ello, no es de recibo el argumento que expone la apelante 
consistente en que, la orden policial es clara en identificar al obligado 
y beneficiario del cumplimiento, pues si bien identifica al infractor, no 
se hace alusión frente a quien está promoviendo la acción ejecutiva, 
siendo insuficiente de la simple lectura de la orden, el 
desprendimiento de un documento con las características necesarias 
para ser ejecutado judicialmente y se extraña la existencia de un título 
ejecutivo complejo. 
 
Ciertamente, la obligación que preste mérito ejecutivo puede estar 
contenida en varios documentos, caso en el cual se está en presencia 
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de un título ejecutivo complejo, sin embargo, para librar 
mandamiento de pago, debe arrimarse de manera íntegra, a fin de que 
no exista duda sobre los sujetos de la obligación, su objeto y causa, 
elementos que no pueden inferirse de los documentos que 
acompañan la demanda. 
 
Destáquese que, la orden de demolición corresponde a una medida 
correctiva que obedece una imposición que realiza una autoridad de 
policía derivada de un comportamiento que es contrario a la 
convivencia5, supuesto que no enmarca en los documentos que 
dispone el artículo 422 del Estatuto Procesal para demandar 
ejecutivamente, observándose desde la naturaleza misma de la 
medida, la ausencia de una obligación que sea exigible al demandado 
frente al demandante, pues se carece de cualquier evidencia que 
inequívocamente demuestre la legitimación en el actor para 
pretender por la vía judicial la ejecución forzosa de la demolición. 
 
Agréguese que, coincide la Sala con el razonamiento de juzgado de 
primera instancia, al advertir la presencia de mecanismos propios de 
materialización frente al incumplimiento una medida correctiva y que 
se encuentran consolidados en la Ley 1801 de 20066, norma que 
atribuye competencia a la autoridad de policía que conoció de la causa 
e incluso a los alcaldes de cara a velar por el cumplimiento efectivo y 
pronta ejecución de las órdenes de las medidas correctivas que se 
impongan. 
 
En definitiva, los documentos que acompañan la demanda no 
satisfacen los presupuestos para establecer la existencia de un título 
ejecutivo, razonamiento suficiente para estimar como acertada la 
decisión de primera instancia al negar el mandamiento de pago, 
porque esa es la consecuencia que se deriva del artículo 430 del CGP, 
en consecuencia, se confirmará la decisión impugnada, sin lugar a 
costas por no haberse causado. 
 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Medellín, Sala Unitaria de Decisión Civil, 
 

4. RESUELVE. 
 

                                                           
5 El artículo 25 de la Ley 1801 de 2006 dispone:  
“ARTÍCULO 25. COMPORTAMIENTOS CONTRARIOS A LA CONVIVENCIA Y MEDIDAS 
CORRECTIVAS. Quienes incurran en comportamientos contrarios a la convivencia serán objeto de 
medidas correctivas de conformidad con esta ley, sin perjuicio de las demás acciones que en derecho 
correspondan”. 
6 Ver competencia establecida en los artículos 23, 105, 135 parágrafo 5, 250-3 de la Ley 1801 de 2006 
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PRIMERO: CONFIRMAR el auto del 22 de abril de 2022, mediante el 
cual se negó el mandamiento de pago, por las razones expuestas sin 
condenar en costas. 
  
SEGUNDO: REMITIR el expediente al Juzgado de origen. 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 
Magistrado 


